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Señora 
JUEZ NOVENO (9) LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  
E.                                   S.                                            D. 
 
 
REF.:                    ORDINARIO LABORAL  
Rad.:                    08001310500920230017200 
DTE.:                    DANIEL JULIAN LOPEZ CONTRERAS 
CC O NIT.:            8721412 
NOTIFICACION:  06-10-2023 
DDO.:                                     ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -

COLPENSIONES  
 
ASUNTO:             CONTESTACIÓN DE DEMANDA  
 
NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS mayor de edad, vecina de esta ciudad,
identificada con la cédula de ciudadanía N° 32.758350 de Barranquilla -Atlántico, abogada
en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional N° 202.704 del Consejo Superior de la
Judicatura, en mi condición de abogada de la demandada ADMINISTRADORA
COLOMBIANA DE PENSIONES “COLPENSIONES”, conforme al poder SUSTITUIDO en
legal forma por MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO abogado(a) en ejercicio,
identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía número 22.476.798, y portador(a) de la
Tarjeta Profesional Número 101.849 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en
calidad de representante legal de la firma CHAPMAN WILCHES S.A.S persona jurídica
legalmente constituida e identificada con NIT 802.022.539-1, quien a su vez funge como
apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, a
través de Escritura Pública N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023 otorgada ante la
Notaría treinta y siete (37) del Circuito de Bogotá, me permito descorrer el traslado de la
demanda ordinaria laboral instaurada por DANIEL JULIAN LOPEZ CONTRERAS contra
Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES Y OTROS en los siguientes
términos: 

Atentamente, 
 
NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS 
C.C. No. 32.758.350 de Barranquilla   
T.P. No. 202.704 del C. S. de la J. 
Apoderada Colpensiones  

Acusar de recibido. Gracias
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Señora 
JUEZ NOVENO (9) LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  

E.                           S.                                      D. 

 

 

REF.:   ORDINARIO LABORAL  

Rad.:    08001310500920230017200 

DTE.:   DANIEL JULIAN LOPEZ CONTRERAS 

CC O NIT.:   8721412 

NOTIFICACION:  06-10-2023 

DDO.: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES  

 

ASUNTO:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

 

NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS mayor de edad, vecina de esta 

ciudad, identificada con la cédula de ciudadanía N° 32.758350 de Barranquilla -

Atlántico, abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional N° 202.704 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de abogada de la demandada 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES “COLPENSIONES”, 

conforme al poder SUSTITUIDO en legal forma por MIRNA PATRICIA WILCHES 

NAVARRO abogado(a) en ejercicio, identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía 

número 22.476.798, y portador(a) de la Tarjeta Profesional Número 101.849 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de representante legal de 

la firma CHAPMAN WILCHES S.A.S persona jurídica legalmente constituida e 

identificada con NIT 802.022.539-1, quien a su vez funge como apoderado de 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, a 

través de Escritura Pública N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023 otorgada ante 

la Notaría treinta y siete (37) del Circuito de Bogotá, me permito descorrer el 

traslado de la demanda ordinaria laboral instaurada por DANIEL JULIAN LOPEZ 

CONTRERAS contra Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES Y 

OTROS en los siguientes términos: 

NATURALEZA JURIDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA   REPRESENTACION 
LEGAL Y DOMICILIO 

 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, es una empresa 

industrial y comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de 
la Protección Social, organizada como entidad financiera de carácter especial, cuyo 

objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con 
prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos 

periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 
48 de la Constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley que los 
desarrolle. 

 

La representación legal la ejerce el Doctor JAIME DUSSAN CALDERON quien obra 
en calidad de Presidente o quien haga sus veces. 
 

A partir del 1 de octubre de 2012 COLPENSIONES inició operaciones como 

Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida de 

conformidad con el Decreto 2011 del 2012 con domicilio principal en la ciudad de 

Bogotá y recibe notificaciones personales en la carrera 10 N°. 64 – 28 piso 10 de 

la ciudad de Bogotá. 

 



 
 
 
 

 
 

 

RESPUESTA A LOS HECHOS DE LA DEMANDA:  

 

PRIMERO: Es cierto.  

 

SEGUNGO: Es cierto.  

 

TERCERO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

CUARTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

QUINTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

SEXTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

SEPTIMO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

OCTAVO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

NOVENO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO PRIMERO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 



 
 
 
 

 
 

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO SEGUNDO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO TERCERO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO CUARTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO QUINTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO SEXTO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO SEPTIMO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DECIMO OCTAVO: No es un hecho sino apreciaciones subjetivas de la 

demandante que guardan relación con las pretensiones de la demanda, que deben 

ser objeto de prueba por parte de la actora en los términos del artículo 167 de 

C.G.P. aplicado en materia laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS.   

 

DECIMO NOVENO: Es cierto.   

 

DUODECIMO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 



 
 
 
 

 
 

 

DUODECIMO PRIMERO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

Es un hecho ajeno a mi representada, es objeto de prueba por parte del 

demandante, en los términos del artículo 167 de C.G.P. aplicado en materia 

laboral por remisión del artículo 145 de CPTSS. 

DUODECIMO SEGUNDO: No me consta. Explico al despacho las razones de mi 

afirmación.  

 

OPOSICIÓN A LAS PRETENSIONES SOLICITADAS CON LA DEMANDA: 

 

Me opongo su señoría a todas y cada una de las pretensiones incoadas con la 

demanda por parte de la señora DANIEL JULIAN LOPEZ CONTRERAS, por 

conducto de apoderado, por carecer de fundamentación fáctica y jurídica, así: 

 

EN CUANTO A LAS PRINCIPALES DECLARACIONES: 

 

PRIMERO, SEGUNDO TERCERO:  

No es dable declarar la ineficacia de la afiliación de la demandante señora DANIEL 

JULIAN LOPEZ CONTRERAS del traslado de régimen, debido a que en el presente 

proceso se observa que no existió ilegalidad en dicho trámite; de hecho, se 

evidencia que el traslado obedeció a una manifestación libre de la voluntad de la 

parte actora, libre de vicios del consentimiento. La demandante, no cumplió en el 

presente proceso, con la carga mínima probatoria con la que demuestre la 

viabilidad de la nulidad que solicita. 

 

Además, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 100 de 1993; 

el demandante se encuadra dentro de la prohibición legal, pues actualmente tiene 

60 años de edad, tal como lo demuestra su cédula de ciudadanía. En ese entendido, 

no es viable declarar la nulidad que solicita. 

Adicionalmente, existen unos deberes mínimos en cabeza de los afiliados al 

sistema general de pensiones, destacándose que el SILENCIO en el transcurso del 

tiempo se entenderá como una decisión consciente de permanecer en el Régimen 

seleccionado. La única manera de desvirtuar esta regla legal es demostrando la 

preexistencia de una fuerza que hubiere viciado el consentimiento. 

 

En conclusión en los procesos tendientes a dejar sin efectos una afiliación hecha a 

cualquiera de los dos regímenes, con el propósito de volver a elegir el que desee, 

esta vez de forma libre y espontánea, deberá acreditar imperiosamente que la AFP 

a la que se afilio incumplió en la etapa precontractual con su obligación principal, 

esto es, brindarle la información adecuada, completa y veraz para tomar una 

decisión bajo el principio de libertad informada y en esa medida poder dar rienda 

suelta al art. 1604 del C.C., pues la presunción allí establecida no es el 

cumplimiento de la obligación sino la culpa en tal incumplimiento, iterase, una vez 

probado este.” 

(…) 

Dicho de otra forma, la asesoría brindada por la AFP debe restringirse a informar 

al afiliado de todas y cada una de las características del RAIS frente al RPM, además 

de su solidez financiara (art. 97 del Decreto 663/1993 y sus modificaciones), sin 

que dicha información pueda analizarse desde la óptica de un buen o mal 

consejo, pues ello implicaría usurpar la voluntad del afiliado, única persona 

que después de conocer las características del régimen podrá sopesar si la 



 
 
 
 

 
 

 

escogencia del RAIS resulta adecuada y atractiva para el fortalecimiento de su 

vida, pues al gozar de capacidad de ejercicio, quien celebra el contrato de afiliación 

está en condiciones de entender las incidencias de la escogencia a partir de la 

información que ha recibido. 

 

A tono con lo anterior, se concluye que María Victoria Calle Correa no solo suscribió 

el formulario de vinculación al RAIS a través de Protección S.A., que cumplió los 

lineamientos fijados en la ley, sino que reiteró su voluntad de permanencia en 

dicho régimen, al trasladarse a Porvenir S.A. lo que supone que estaba conforme 

con los beneficios que venía disfrutando desde 1995 cuando ingresó a él”.  

 

Bajo ese entendido, es claro que la parte actora se encontraba satisfecha con los 

beneficios y/o ventajas ofrecidas por el RAIS, toda vez que, cuando realizó su 

traslado del RPMPD al RAIS, en el año 1989, desde ese entonces ha ratificado su 

decisión de manera libre y espontánea. De igual, forma no se encuentra 

demostrado dentro del plenario que ha sido engañada por el asesor del fondo 

privado, tal como lo sustenta en su libelo demandatorio.  

 

Respecto a la presunción legal juris ignorantia non prodest consagrada en el 

artículo 1509 del C.C. y el artículo 9 ibídem, relativa a que la ignorancia de la ley 

no sirve de excusa, la Corte Constitucional en la sentencia C-993 de 2006, señaló 

“…que el error de derecho no da lugar a la declaración judicial de nulidad 

del negocio jurídico y que, por tanto, la parte de éste que lo cometió debe 

asumir todas las consecuencias de su celebración, precisamente porque el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1999, es claro en señalar que el traslado al RPM 

ocasiona la pérdida del régimen de transición. 

 

Conforme lo expresado anteriormente no es procedente ordenar a 
COLPENSIONES a trasladar y recibir la totalidad del ahorro obrante en la cuenta 

individual del señor DANIEL JULIAN LOPEZ CONTRERAS, así como tampoco bonos 
pensionales, incluidos los rendimientos, frutos e intereses a la Administradora 

Colombiana de Pensiones-Colpensiones, toda vez que su traslado al régimen de 
ahorro individual lo hizo sin vicio de consentimiento por lo que este se encuentra 
ajustado a derecho. 

 
Es por esto que la Corte mediante Sentencia C-1024 de 2004, se pronunció a 

favor de la constitucionalidad de la norma acusada al considerarla una medida 
adecuada, proporcionada y necesaria que busca un fin constitucionalmente 
legítimo. Concretamente, respecto de los objetivos que busca la limitación al 

cambio de régimen, dijo esta Corporación: (…) el objetivo perseguido con el 
señalamiento del  período de carencia en la norma acusada, consiste en evitar la 

descapitalización del fondo común del Régimen Solidario de Prima Media con 
Prestación Definida, que se produciría si se permitiera que las personas que no 
han contribuido al fondo común y que, por lo mismo, no fueron tenidas en 

consideración en la realización del cálculo actuarial para determinar las sumas 
que representarán en el futuro el pago de sus pensiones y su reajuste periódico; 

pudiesen trasladarse de régimen, cuando llegasen a estar próximos al 
cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez, lo que 
contribuiría a desfinanciar el sistema y, por ende, a poner en riesgo la garantía 

del derecho irrenunciable a la pensión del resto de cotizantes (…) Desde esta 
perspectiva, si dicho régimen se sostiene sobre las cotizaciones efectivamente 

realizadas en la vida laboral de los afiliados, para que una vez cumplidos los 
requisitos de edad y número de semanas, puedan obtener una pensión mínima 
independientemente de las sumas efectivamente cotizadas. Permitir que una 

persona próxima a la edad de pensionarse se beneficie y resulte subsidiada por 
las cotizaciones de los demás, resulta contrario no sólo al concepto constitucional 



 
 
 
 

 
 

 

de equidad (C.P. art. 95), sino  también al principio de eficiencia pensional, cuyo 
propósito consiste en obtener la mejor utilización económica de los recursos 

administrativos y financieros disponibles para asegurar el reconocimiento y pago 
en forma adecuada, oportuna y suficiente de los beneficios a que da derecho la 
seguridad social” (…) 

 
De todas formas, sin perjuicio de lo expuesto en precedencia, en el caso de que 

la señora Juez, no considere la tesis expuesta por el suscrito, solicito 

respetuosamente que la administradora AFP COLFONDOS y PORVENIR S.A., 

devuelva los aportes por pensión, los rendimientos financieros, sumas adicionales 

aseguradas, cuotas abonadas, seguros previsionales, bonos pensionales, primas 

de reaseguros y los gastos de administración a mi representada. Lo anterior, de 

conformidad con la sentencia SL1421-2019 de radicación N.° 56174 del 10 de 

abril del 2019; pues en el caso de declararse la nulidad se refuta que fue por 

conducta indebida de la administradora del régimen de ahorro individual.  

Por tal circunstancia, ésta última debe asumir a su cargo los deterioros sufridos 

por el bien administrado, esto es, las mermas sufridas en el capital destinado a la 

financiación de la pensión de vejez, ya por pago de mesadas pensionales en el 

sistema de ahorro individual, ora por los gastos de administración en que hubiere 

incurrido. 

 

Así mismo, tener en cuenta que al tenor del artículo 13 literal b) y 271 de la Ley 

100 de 1993, aquellas personas, naturales o jurídicas que vulneren el derecho a la 

libre afiliación y escogencia del régimen pensional, serán acreedoras a las 

sanciones previstas consistente en multa de hasta 50 SMLV, que, en todo caso, 

corresponderá a la Administradora de Fondo de Pensiones (AFP), que incumplió 

con la obligación ya descrita. 

 

EN CUANTO A LAS PRINCIPALES CONDENATORIO: 

 

PRIMERO:  

Me opongo, No tiene sustento legal, ni lógico dicha petición, porque como bien se 

mencionó la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a través de la Sentencia 

del 06 de diciembre N°31314 consideró: “Las consecuencias de la nulidad no 

pueden ser extendidas a terceros, en este caso, a la administradora del régimen  

de prima media en el que se hallaba el actor antes de producirse la vinculación 

cuya nulidad se declara, de modo que no debe asumir por el sistema de pensiones 

sanciones derivadas de la mora en el pago íntegro del derecho pensional, 

obligaciones por las que sólo ha de responder a partir de cuándo le sean 

trasladados los recursos para financiar la deuda pensional por parte de la entidad 

aquí demandada”, de tal manera que no puede pretender sacar provecho de su 

error. 

 

SEGUNDO: 

Me opongo, No tiene sustento legal. Por ser una pretensión subsidiaria de la 

principal no tiene vocación de prosperar. 

 

 

 

 

 

 



 
 
 
 

 
 

 

SUBSIDIARIAS DE CARÁCTER DECLARATIVO 

PRIMERA, SEGUNDA, TERCERA, CUARTA Y QUINTA: 

 Me opongo, no hay prestaciones que se puedan generar en un futuro, es claro que la demandante 

pertenece el RAIS, y Colpensiones nada tuvo que ver en el traslado libre y voluntario que esta realizó 

para tales reconocimientos. 

 

SUBSIDIARIAS DE CARÁCTER CONDENATORIAS 

PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA: 

Me opongo, tal y como se menciona en el relato de los fundamentos de la defensa y en consonancia 

con las demás oposiciones, la demandante no tiene fundamento para solicitar nulidad y/o ineficacia 

de traslado alguno hacía el RPMD, por otro lado  pues en caso hipotético que su señoría declare la 

nulidad del traslado, deberá ordenarse trasladar además de lo solicitado por el demandante, las sumas 

que en su momento se destinaron a la garantía de pensión mínima, y la comisión de administración 

que recibió la AFP y demás rendimientos financieros. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO: 

1. INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE 

COLPENSIONES: 

 

Entendida la inoponibilidad (mecanismo protector), como la ineficacia de un acto o 

la ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, 

resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso Colpensiones, 

a la par que la figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo protector del 

derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida por el 

tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, aunado a que la 

seguridad jurídica que se deriva de la inoponibilidad pretende proteger intereses 

patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance frente al principio de 

sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva pensional. 

 

De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como 

aquella que “valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos 

negocios que se presentan objetivamente como válidamente celebrados”, 

raciocinio, que a su vez se deriva del principio de relatividad de los negocios 

jurídicos, es decir, que sólo se producen efectos respecto de quienes 

voluntariamente participan de aquél. 

 

Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad 

no requiere de la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es 

ineficaz entre las partes (como en este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como 

eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho 

que: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio válido 

e incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga 

como válido frente a su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia 

entre los celebrantes”. Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un 

negocio jurídico ineficaz, permite que sus efectos se mantengan ante un tercero 

de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan los 

efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el 

desmedro patrimonial que sufre la reserva pensional del RPM en caso de resultarle 

oponible la ineficacia de los traslados irregulares al RAIS. 

 

Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no sólo 

se sujetan a la responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que 



 
 
 
 

 
 

 

se ciñen a obligaciones de índole constitucional que trascienden como 

administradoras de un servicio público de seguridad social. En este caso, la 

responsabilidad de las AFP por la ineficacia de un traslado, no sólo se deben 

enmarcar a reparar el daño individualmente, sino que debe tener alcance frente a 

los daños indirectos que irradian o comprometen los derechos constitucionales de 

terceros, en razón de la reserva patrimonial de los pensionados y afiliados del RPM 

que se ven comprometidos con el desmedro que sufre la reserva pensional, y que 

si bien es cierto, la jurisprudencia ha indicado que al afiliado no le es atribuible y 

por ende no se le exige la equivalencia económica de los aportes que se devuelven 

del RAIS al RPM, no es menos cierto, que tal reparo económico lo debe asumir 

quien ha causado el daño y por virtud de la operancia de la inoponibilidad. 

 

Por lo que solicito su señoría, se realice una ponderación en caso de que se 

declarare la ineficacia de traslado, toda vez que, repercute, en que se crea de 

manera injustificada y desproporcionada una obligación (con efectos 

patrimoniales) en cabeza de Colpensiones, quien administra los aportes de miles 

de pensionados y afiliados, y dicha medida para restablecer los derechos del 

afiliado, no pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen 

otros medios menos lesivos para mantener los derechos del afiliado, y es que quien 

se deba hacer cargo de las prestaciones económicas que se deriven de la ineficacia 

sea la AFP, quien ha administrado dichos recursos y ha generado los respectivos 

rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes jurídicos en tensión, se podría 

demostrar que poner en cabeza de Colpensiones dicha responsabilidad, tiene un 

impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, evaluando 

diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única administradora 

del RPM, que alberga un mayor número de pensionados cuyas pensiones se 

reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de forma tal, que se estaría 

solventado con estos recursos, el desmedro económico ocasionado por particulares 

(AFP). 

 

2. INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO Y LA OBLIGACIÓN: 

 

No es procedente declarar la nulidad de la afiliación solicitada como quiera que la 

demandante en su sano juicio decidió trasladarse al Régimen de Ahorro Individual 

con Solidaridad – RAIS, y además no cumple con los requisitos establecidos en la 

Ley 797 del 2003, el cual en su artículo 2 contempla: 

 

“ARTICULO 2 DE LA LEY 797 DEL 2003, Se modifican los literales a), e),i), del 

artículo 13 de la Ley 100 de 1993 y se adiciona dicho artículo con los literales l), 

m), n), o) y p), todos los cuales quedarán así: 

 

Artículo 13. Características del Sistema General de Pensiones. 

a) La afiliación es obligatoria para todos los trabajadores dependientes e 

independientes; 

e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 

trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de 

la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 

afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos 

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez”.  

 

El demandante cuenta en la actualidad con 60 años de edad (tal como se desprende 

de su cédula de ciudadanía), solicita a mí representada el regreso nuevamente al 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#13


 
 
 
 

 
 

 

régimen prima media con prestación definida, pero no cumple con la exigencia que 

señalada en la Ley 797 de 2003, superando la edad promedio para cumplir el 

requisito de edad para adquirir el derecho a la pensión de vejez. Además, tampoco 

cotizó al Régimen de Prima Media Con Prestación Definida los 15 años de cotización 

establecidos por vía jurisprudencial de acuerdo a la SU130 del 2013 de la Corte 

Constitucional, Magistrado Ponente Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, en la se 

contempla el traslado de Régimen en cualquier tiempo siempre y cuando hubieren 

cotizado al sistema 15 años de servicios. 

 

En el presente asunto opera claramente la inexistencia del derecho reclamado 

puesto que la afiliada manifiesta haber estado vinculada AL RAIS desde el año 

1994, sin tener conocimiento alguno de las características de le ofrecía este 

régimen pensional. 

 

En el Decreto 2241 de 2010 en su artículo 4 habla de las obligaciones que debe 

atender el afiliado que pertenezca al Sistema General de Pensiones. 

 

 Informarse de las condiciones del sistema, aprovechando los mecanismos 
de divulgación. 

 Emplear adecuada atención y cuidado en la toma de decisiones. 
 Leer las condiciones de afiliación al Sistema. 
 Revisar las condiciones de afiliación o traslado. 

 La afiliación implica la aceptación de los efectos legales, costos, 
restricciones, derivadas de esta. 

 Informarse de los canales para presentar peticiones, quejas o reclamos. 
 Propender por el uso de mecanismos a disposición del consumidor financiero 

para la educación financiera y previsional, así como para el suministro de la 

información. 
 

Por tal razón la demandante no puede alegar el desconocimiento de la norma, toda 

vez que existe consecuencias frente o condicionamientos del Régimen de Ahorro 

Individual que le son de total aceptación al momento que suscrito contrato de 

afiliación sin eximirla de su total cumplimiento. 

 

La Corte Suprema en la sentencia SL 17595 de 2017 ha señalado que existe un 

deber de entregar información a la medida de la asimetría que se ha de salvar 

entre un administrador experto y un afiliado lego. Existen actividades que dan 

cuenta de un verdadero entendimiento del afiliado, que, en sí, obedecen a las 

obligaciones de todo vinculado al sistema pensional, como son:  

1) Solicitar información de saldos.   

2) Actualizar datos.                

3) Asignar y cambiar claves., por mencionar algunos actos de relacionamiento con 

la entidad que pueden denotar el compromiso serio de pertenecer a ella.   

SL413-2018 C.S.J.   

 

Para finalizar debemos traer lo manifestado por la Corte en Sentencia SL 373-

2021, la cual moderó el precedente respecto a la posibilidad de materializar los 

efectos de la ineficacia, esto es, retrotraer las cosas al estado anterior, tratándose 

de demandantes que ya tienen una situación jurídica consolidada o adquirieron el 

estatus de pensionados en el régimen de ahorro individual. 

 

El Alto Tribunal de la especialidad laboral reflexionó que, al haberse adquirido la 

calidad de pensionado, se produce la imposibilidad de retornar al estatu quo ante, 

es decir, tal condición no puede deshacerse o desparecerse del plano jurídico, pues 



 
 
 
 

 
 

 

ello conllevaría a “disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, entidades, 

actos, relaciones jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e intereses de 

terceros y del sistema en su conjunto.”  

 

Para soportar su tesis, la mencionada Corporación razonó que no es posible revertir 

ciertos efectos económicos como el deterioro que sufre el capital que ya ha sido 

objeto de pago a través de mecanismos de financiación como los bonos pensionales 

y las cuotas partes de entidades contribuyentes, como consecuencia ineludible del 

pago de mesadas pensionales. En efecto, es irreparable la pérdida de integridad 

del músculo financiero con que se respalda el pago de la prestación, por lo que 

forzar a través de una ficción jurídica la vuelta al estado anterior en que se 

encontraba las cosas, va en detrimento de los recursos de la Seguridad Social, bien 

sea que provengan de la Nación y/o demás entidades que deben contribuir al 

financiamiento del pasivo pensional. 

 

Sumado a lo anterior, se torna inviable la realización de los efectos de la ineficacia, 

por cuanto no es posible cesar los efectos jurídicos de las operaciones, contratos y 

actos que involucran a terceros como aseguradoras, entidades oficiales e 

inversiones, que según la modalidad pensional en que se encuentre el actual 

pensionado, hayan concurrido   en la administración y gestión del riesgo financiero, 

entre otras muchas problemáticas de orden financiero, que ocasionarían un déficit 

económico entre los actores del Sistema que han confluido en la gestión de los 

recursos a través de relaciones jurídicas válidamente suscitadas en el mundo 

jurídico del Sistema General de Pensiones, en cumplimiento de obligaciones y 

deberes contractuales que ya se encuentran consumados y perfeccionados con las 

consecuencias de orden legal y financiero que ello acarrea. 

 

Por lo que no sería procedente procede la declaratoria de ineficacia y/o nulidad de 

traslado de régimen pensional, tratándose de demandantes que ya tienen una 

situación jurídica consolidada o adquirieron el estatus de pensionados en el 

régimen de ahorro individual. 

 

3. COBRO DE LO NO DEBIDO: 

 

Propongo la presente excepción, con fundamento en el artículo 31.- Modificado Ley 

712 de 2001 artículo 18 numeral sexto, en atención a que se pretende el traslado 

de régimen pensional, indexación y costas por parte del demandante.  

 

Que al demandante no le asiste el pago de costas y agencias en derecho por parte 

de mi representada, toda vez que COLPENSIONES ha atendido sus solicitudes, 

tanto la del traslado, como la de solicitud de vinculación nuevamente, de forma 

oportuna y de conformidad a la normatividad vigente que regula el tema en 

cuestión. 

 

4. PRESCRIPCIÓN:   

 

Con fundamento en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L. y SS, solicito se 

decrete la prescripción de las pretensiones incoadas en la demanda, sin que 

implique aceptación de lo deprecado por la demandante.  

 

En relación a este tema, el Magistrado Jorge Luis Quiroz dentro de la aclaración de 

voto, radicado 68852, señalando: 

 



 
 
 
 

 
 

 

“En cuanto a la prescripción de las acciones, considero importante refrendar 

la diferencia del derecho pensional y el predicado de su imprescriptibilidad, 

para recordar que el estatus de pensionado se adquiere por mandato de la 

ley en el momento en que se cumplen los requisitos previstos en ella, 

condición que el 6 Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 7 

Código Sustantivo del Trabajo. beneficiario solo pierde con la muerte, hecho 

que a su vez habilita el traslado del derecho a los beneficiarios. Ese estatus 

de pensionado es el que hace predicable la imprescriptibilidad del derecho. 

En lo que se refiere al momento en que el interesado reclama la pensión, 

como reiteradamente lo ha dicho esta Sala, sí opera el fenómeno prescriptivo 

frente a las mesadas pensionales, aplicando los términos previstos en los 

artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L. 

 

El fenómeno de la prescripción, como lo ha resaltado esta Sala, es asunto 

medular en un Estado de derecho, en la medida en que determina la 

seguridad jurídica de los actos y los contratos permitiendo a los celebrantes 

liberarse definitivamente de sus obligaciones, haciendo que cobren firmeza 

sus expresiones de voluntad, convirtiendo el fenómeno prescriptivo en una 

figura de orden público, lo que hace que la regulación de los términos para 

su ocurrencia tengan origen legal, de manera que sería excepcional que la 

fijación de un término prescriptivo tuviera origen en una interpretación 

judicial. 

 

Bastaría preguntarse qué seguridad jurídica tendría el ciudadano, al que se 

le impone que su acreedor tiene acciones imprescriptibles y que luego de 

satisfecha la obligación, en cualquier momento de la vida en que a éste se 

le ocurra, pueda cuestionar la forma en que se satisfizo la obligación. 

 

El escenario de las obligaciones pensionales no tiene porqué sustraerse a 

esa regla de oro, por el contrario, en aras de cumplir el mandato 

constitucional de su sostenibilidad financiera, impone que en algún momento 

el reconocimiento de los derechos pensionales, adquieran firmeza y ofrezcan 

certeza al deudor de que su obligación está satisfecha, sobre todo cuando 

de por medio está un interés superior y colectivo, representado en el 

cumplimiento del principio antes enunciado, que se constituye en un factor 

que permite los fines de la seguridad social y los nobles objetivos de 

cobertura y mejoramiento de las condiciones de quienes salen del mercado 

laboral por su edad, ya que de nada serviría su implementación en el papel, 

sin una fuente que permita su sostenibilidad económica. 

Estas razones, también serán determinantes al momento de definir 

pretensiones de nulidad de traslado, pues habrá de tenerse en 

cuenta de qué forma se afectan los plazos previstos por el legislador 

y en cada caso en particular, si operó o no la prescripción y desde 

que momento debe contarse”. 

 

Conforme lo explicado, no resulta consecuente que los afiliados al sistema general 

de pensiones puedan solicitar en cualquier tiempo, que se declare la ineficacia del 

traslado entre regímenes pensionales. 

 

5. IMPOSIBILIDAD DE PAGO DE INTERESES MORATORIOS  

 

Respecto a los intereses moratorios es importante aclarar la forma y cuando estos 

se liquidan, dejando claro que nos oponemos al reconocimiento principal, mucho 



 
 
 
 

 
 

 

más a este por ser accesorio, la sentencias T-588 de 2003 C-1024 de 2004 Y SU-

065 de 2018 precisó: “De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las 

solicitudes en materia pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, 

así como las relativas a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 

1994, artículo 19 y Ley 797 de 2003, artículo 9°). Debe precisarse que el término 

de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se trate del reconocimiento del 

derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí opera el término fijado por 

el artículo 1o de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo "dos (2) meses después de 

radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que 

acredite su derecho". Independientemente del plazo previsto para el 

reconocimiento, reajuste o reliquidación de una pensión, ninguna autoridad podrá 

demorar más seis (6) meses a partir del momento en que se eleve la solicitud por 

el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las mesadas pensionales. 

(Artículo 4° Ley 700 de 2001)” En lo que se refiere a la pensión de sobrevivientes 

los artículos 1 y 2 de la Ley 717 de 2001 señalaron: 

 

6. COMPENSACIÓN: 

 

Muy respetuosamente, solicito se declare la excepción de compensación, sin que 

implique aceptación de las pretensiones incoadas en la demanda. 

 

7. INNOMINADAS Y GENÉRICAS: 

 

Así mismo, de configurarse cualquiera de las circunstancias contenidos en el inciso 

primero del artículo 36 del código de procedimiento civil, solicito al despacho así 

declararlas, en beneficio de mi representada.  

                    

CONSIDERACIONES JURÍDICAS EN EL PRESENTE PROCESO: 

 

En el presente caso, se observa que la demandante de manera voluntaria y sin 

ningún vicio del consentimiento evidente (según las pruebas aportadas), decidió 

trasladarse al régimen de ahorro individual y por tal motivo la Administradora 

Colombiana De Pensiones – Colpensiones, siguiendo su voluntad, remitió su 

expediente administrativo y todos los aportes realizados a los fondos COLFONDOS 

S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS y PORVENIR S.A.  En tales circunstancias no es 

posible el cambio de régimen de ahorro individual al régimen de prima media con 

prestación definida. 

 

Respecto al tema, la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL17595-2017 del 

dieciocho (18) de octubre de dos mil diecisiete (2017) señaló lo siguiente respecto 

de los criterios que deben tener los fondos administradores de pensiones antes de 

realizar el traslado de régimen de los afiliados: 

 

“(…) (i) la información que comprende todas las etapas del proceso, desde la 

antesala de la afiliación hasta la determinación de las condiciones para el disfrute 

pensional; (ii) el deber de proporcionar a sus interesados una información completa 

y comprensible, a la medida de la asimetría que se ha de salvar entre un 

administrador experto y un afiliado lego, en materias de alta complejidad; (iii) una 

información que se ha de proporcionar con la prudencia de quien sabe que ella 

tiene el valor y el alcance de orientar al potencial afiliado o a quien ya lo está, y 

que cuando se trata de asuntos de consecuencias mayúsculas y vitales, como en 

el sub lite, la elección del régimen pensional, trasciende el simple deber de 

información, y como emanación del mismo reglamento de la seguridad social, la 



 
 
 
 

 
 

 

administradora tiene el deber del buen consejo, que la compromete a un ejercicio 

más activo al proporcionar la información, de ilustración suficiente dando a conocer 

las diferentes alternativas, con sus beneficios e inconvenientes, y aún a llegar, si 

ese fuere el caso, a desanimar al interesado de tomar una opción que  claramente 

le perjudica”.  

 

En ese sentido, se tiene que, en la nulidad o ineficacia de traslado entre regímenes 

pensionales, se censura que la administradora del Régimen de Ahorro Individual 

con Solidaridad – RAIS, no proporcionó al afiliado una suficiente, completa, clara, 

comprensible y oportuna información sobre las implicaciones del traslado, 

desconociendo que el deber de información que tienen las administradoras de 

pensiones, ha tenido varias etapas. 

 

Así las cosas, el análisis de la información suministrada por la AFP y el alcance de 

la asesoría que debió brindar al momento de la afiliación, deben ser valoradas bajo 

la normatividad vigente para la fecha de suscripción del formulario o de la 

materialización del traslado. 

 

Bajo tales premisas, adentrándonos al caso en concreto se observa que el traslado 

de régimen del demandante cumplió con dichos presupuestos, pues no se evidencia 

ninguna circunstancia que permita concluir que el demandante fue inducida al error 

o engaño, debido a que antes del traslado de régimen se le informó sobre el alcance 

del mismo, sobre las condiciones del disfrute pensional entre otros beneficios del 

traslado; sin embargo, el de manera libre y voluntaria consideró que el cambio de 

régimen era más beneficioso para erigir su derecho pensional y optó por dicha 

opción; lo anterior de conformidad con Ley 1748 del 2014 y el Decreto 2071 del 

2015. 

 

Finalmente es vital transcribir el literal E del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 que 

apunta lo siguiente:  

 

“Los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 

trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de 

la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 

afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos 

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez;” 

 

Siguiendo tale parámetros, se encuentra probado que la demandante nació el 23 

febrero de 1962, es decir que, de conformidad con lo establecido en el artículo 33 

de la Ley 100 de 1993, cumplió la edad exigida el mismo día y mes del año 2015, 

encuadrándose su caso con los supuestos descritos en la citada norma.  

 

Adicionalmente, existen unos deberes mínimos en cabeza de los afiliados al 

sistema general de pensiones, destacándose que el SILENCIO en el transcurso 

del tiempo se entenderá como una decisión consciente de permanecer en el 

Régimen seleccionado. La única manera de desvirtuar esta regla legal es 

demostrando la preexistencia de una fuerza que hubiere viciado el consentimiento. 

 

La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 17595 de 2017, señaló que existe 

un deber de entregar información a la medida de la asimetría entre un 

administrador experto y un afiliado lego. Es decir que, entre más experto el afiliado 

menos asimetría con la información del mercado. 



 
 
 
 

 
 

 

 

Por lo tanto, existen diferencias entre los afiliados al sistema de pensiones y no 

todos pueden ser considerados como inexpertos o incapaces de tomar una decisión 

acertada. Según la Corte existen actividades que dan cuenta de un verdadero 

entendimiento del afiliado, que, en sí, obedecen a las obligaciones de todo 

vinculado al sistema pensional, como son: (ver: SL 413-2018 C.S.J.) 

 

• Solicitar información de saldos. 

• Actualizar datos. 

• Asignar y cambiar claves. 

• Traslados entre fondos privados. 

 

Así las cosas, al no existir ningún vicio de consentimiento, y siendo evidente que 

el traslado del demandante fue realizado de manera libre y voluntaria, solicito que 

se declaren probadas las excepciones propuesta con la contestación de la demanda 

y en consecuencia se absuelva a mi defendida de todas y cada una de las 

pretensiones de la misma. 

 

Para finalizar debemos traer lo manifestado por la Corte en Sentencia SL 373-

2021, la cual moderó el precedente respecto a la posibilidad de materializar los 

efectos de la ineficacia, esto es, retrotraer las cosas al estado anterior, tratándose 

de demandantes que ya tienen una situación jurídica consolidada o adquirieron el 

estatus de pensionados en el régimen de ahorro individual. 

 

El Alto Tribunal de la especialidad laboral reflexionó que, al haberse adquirido la 

calidad de pensionado, se produce la imposibilidad de retornar al estatus quo ante, 

es decir, tal condición no puede deshacerse o desparecerse del plano jurídico, pues 

ello conllevaría a “disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, entidades, 

actos, relaciones jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e intereses de 

terceros y del sistema en su conjunto.”  

 

Para soportar su tesis, la mencionada Corporación razonó que no es posible revertir 

ciertos efectos económicos como el deterioro que sufre el capital que ya ha sido 

objeto de pago a través de mecanismos de financiación como los bonos pensionales 

y las cuotas partes de entidades contribuyentes, como consecuencia ineludible del 

pago de mesadas pensionales. En efecto, es irreparable la pérdida de integridad 

del músculo financiero con que se respalda el pago de la prestación, por lo que 

forzar a través de una ficción jurídica la vuelta al estado anterior en que se 

encontraba las cosas, va en detrimento de los recursos de la Seguridad Social, bien 

sea que provengan de la Nación y/o demás entidades que deben contribuir al 

financiamiento del pasivo pensional. 

 

Sumado a lo anterior, se torna inviable la realización de los efectos de la ineficacia, 

por cuanto no es posible cesar los efectos jurídicos de las operaciones, contratos y 

actos que involucran a terceros como aseguradoras, entidades oficiales e 

inversiones, que según la modalidad pensional en que se encuentre el actual 

pensionado, hayan concurrido   en la administración y gestión del riesgo financiero, 

entre otras muchas problemáticas de orden financiero, que ocasionarían un déficit 

económico entre los actores del Sistema que han confluido en la gestión de los 

recursos a través de relaciones jurídicas válidamente suscitadas en el mundo 

jurídico del Sistema General de Pensiones, en cumplimiento de obligaciones y 

deberes contractuales que ya se encuentran consumados y perfeccionados con las 

consecuencias de orden legal y financiero que ello acarrea. 



 
 
 
 

 
 

 

 

Es por esto que la Corte mediante Sentencia C-1024 de 2004, se pronunció a 
favor de la constitucionalidad de la norma acusada al considerarla una medida 

adecuada, proporcionada y necesaria que busca un fin constitucionalmente 
legítimo. Concretamente, respecto de los objetivos que busca la limitación al 

cambio de régimen, dijo esta Corporación: (…) el objetivo perseguido con el 
señalamiento del  período de carencia en la norma acusada, consiste en evitar la 
descapitalización del fondo común del Régimen Solidario de Prima Media con 

Prestación Definida, que se produciría si se permitiera que las personas que no 
han contribuido al fondo común y que, por lo mismo, no fueron tenidas en 

consideración en la realización del cálculo actuarial para determinar las sumas 
que representarán en el futuro el pago de sus pensiones y su reajuste periódico; 
pudiesen trasladarse de régimen, cuando llegasen a estar próximos al 

cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez, lo que 
contribuiría a desfinanciar el sistema y, por ende, a poner en riesgo la garantía 

del derecho irrenunciable a la pensión del resto de cotizantes (…) Desde esta 
perspectiva, si dicho régimen se sostiene sobre las cotizaciones efectivamente 
realizadas en la vida laboral de los afiliados, para que una vez cumplidos los 

requisitos de edad y número de semanas, puedan obtener una pensión mínima 
independientemente de las sumas efectivamente cotizadas. Permitir que una 

persona próxima a la edad de pensionarse se beneficie y resulte subsidiada por 
las cotizaciones de los demás, resulta contrario no sólo al concepto constitucional 
de equidad (C.P. art. 95), sino  también al principio de eficiencia pensional, cuyo 

propósito consiste en obtener la mejor utilización económica de los recursos 
administrativos y financieros disponibles para asegurar el reconocimiento y pago 

en forma adecuada, oportuna y suficiente de los beneficios a que da derecho la 
seguridad social” (…) 
 

Por lo que no sería procedente procede la declaratoria de ineficacia y/o nulidad de 

traslado de régimen pensional, tratándose de demandantes que ya tienen una 

situación jurídica consolidada o adquirieron el estatus de pensionados en el 

régimen de ahorro individual. 

 

FUNDAMENTO DE DERECHO: 

 

Como fundamento legal dentro del presente proceso invoco, las disposiciones 

Aplicables de:  

Constitución Política de Colombia, artículos 1°, 2, 25°, 29°, 48°, 49° y 53°; 

Ley 100 de 1.993: artículo 13, 36, 33 

Código Sustantivo del Trabajo: artículo 488.  

Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social: artículos 145 y 151 

Ley 1748 del 2014  

Decreto 2071 del 2015 

Decreto 2241 de 2010 en su artículo 4 

Sentencia SL 373-2021 

 

APOYO JURISPRUDENCIAL:  

 

Sentencia SL17595-2017 del dieciocho (18) de octubre de dos mil diecisiete 

(2017), sentencia SL1421-2019 de Radicación N.° 56174 del 10 de abril del 2019. 

Sentencia C-1024 de 2004, SU130 del 2013, SL413-2018 C.S.J., SL 373-2021, 

Sentencia del 06 de diciembre N°31314 

 

 

 

 



 
 
 
 

 
 

 

PRUEBAS: 

 

Con todo respecto solicito al Señora Juez, decretar y practica las siguientes pruebas 

documentales para que obren dentro del expediente en favor de mi representada: 

 

Aporto como tales las siguientes: 

  

- Expediente administrativo  

 

2.PRUEBAS DOCUMENTALES EN PODER DE PROTECCION S.A 

ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y COLFONDOS S.A. 

PRUEBAS DOCUMENTALES QUE DEN CUENTA DE LA AFILIACIÓN AL RAIS: 

Solicito al despacho que la ADMINISTRADORA DE PENSIONES aporte con destino 

a la presente Litis, documentos que demuestren la afiliación del demandante. 

 

3. SOLITUD DE PRUEBAS 

VERIFICACIÓN DE MORAS PATRONALES Y SOLICITAR SU VINCULACIÓN 

AL PROCESO: solicito al despacho, que si al verificar en la historia laboral del 

demandante, periodos en mora ante la PROTECCION S.A ADMINISTRADORA 

DE FONDO DE PENSIONES con sus empleadores sean vinculados a la presente 

demanda a fin que sea resuelta la mora patronal de sus empleadores en caso que 

se declare la nulidad del traslado, toda vez que mi representada no puede asumir 

el cobro de estos aportes porque no fueron cotizados al fondo administrado por 

COLPENSIONES.  

 

4.CALCULO ACTUARIAL QUE INFORME EL VALOR POR PARTE DE LA AFP AL 

RPM RESPECTO AL 3% DE COBRO DE ADMINISTRACIÓN Y PRIMAS DE 

SEGUROS DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA: solicito muy respetuosamente al 

despacho, ordene que la ADMINISTRADORA remita el 3% DE COBRO DE 

ADMINISTRACIÓN Y PRIMAS DE SEGUROS DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA: 

 

6.PROSPECTIVA DE PENSIÓN DEL DEMANDANTE EN EL RAIS (CALCULO): 

solicito muy respetuosamente al despacho, ordene que la AFP demandada, remita 

la prospectiva de pensión del demandante. 

 

7. SOLICITUD DE HISTORIA LABORAL: con mi acostumbrado respeto solicito 

su Señoría, se remita con destino al expediente las Historias Laborales de la 

demandante, en cada una de las AFP en que estuvo afiliada.  

 

También solicito a su Señoría oficiar a las AFP lo siguiente:  

 

i) Si el demandante ostenta la calidad de pensionado en dicho régimen 

privado, o si ya cumplió los requisitos que le otorgan el estatus 

pensionado pese a no encontrarse percibiendo aún la pensión.  

ii) Cuáles fueron todas las operaciones y contratos financieros que se 

celebraron y ejecutaron con terceros para consolidar el soporte financiero 

del pensionado, y se alleguen los respectivos soportes que lo acreditan.  

iii) Se certifique y allegue los soportes atinentes al trámite de emisión y 

expedición de bonos pensionales en el caso del demandante. 

 

 

 

 



 
 
 
 

 
 

 

8. INTERROGATORIO DE PARTE. 

 

Señor Juez, solicito el interrogatorio de la señora DANIEL JULIAN LOPEZ 

CONTRERAS pues resulta necesario, para aclarar las circunstancias del traslado de 

la misma y las razones por las cuales solicita la nulidad en el presente caso. 

 

ANEXOS:  

 

1. Los relacionados en el acápite de prueba.  

2. Escritura Pública N° N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023. 

3. Poder Sustitución  

5.  Expediente administrativo 

6.  Contestación de la demanda 

7.  Memorial radicación  

 

 

NOTIFICACIONES: 

 

La demandante en el correo electrónico: dannylopez6223@gmail.com    

 

Apoderado demandante: en el Correo electrónico: 

solucionesintegralcv@gmail.com    

 

La suscrita en la Secretaría de su despacho o en el correo electrónico: 

ninoskadelpilar_2@hotmail.com      

 

Atentamente, 

 

NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS 

C.C. No. 32.758.350 de Barranquilla  

T.P. No. 202.704 del C. S. de la J. 

Apoderada Colpensiones  
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Señor 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL ATLANTICO -SALA LABORAL 

MAG. P. DR. FABIAN GIOVANNY GONZALEZ DAZA 

E.          S.        D. 

 

 
REF.:    ORDINARIO LABORAL 

DEMANDANTE:  MARIA EUGENIA ROJAS RODRIGUEZ 
DEMANDADA:   ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –  

COLPENSIONES 
RADICACIÓN:   08001310500920220000600 RAD. INT.: (74.309) 
DEMANDADO:    ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES Y 

OTROS 
 

ASUNTO:   SUSTITUCIÓN PODER 

 

MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO abogado(a) en ejercicio, identificado(a) con la Cédula de 

Ciudadanía número 22.476.798, y portador(a) de la Tarjeta Profesional Número 101.849 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando en calidad de representante legal de la firma CHAPMAN 

WILCHES S.A.S persona jurídica legalmente constituida e identificada con NIT 802.022.539-1, quien 

a su vez funge como apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, a través de Escritura Pública N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023 otorgada ante 

la Notaría treinta y siete (37) del Circuito de Bogotá, con mí acostumbrado respeto acudo a su 

Despacho para manifestar que, en cumplimiento del citado mandato, SUSTITUYO EL PODER 

CONFERIDO a la Doctora NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS, identificada con Cédula de 

Ciudadanía 32.758.350 expedida en Barranquilla y Tarjeta Profesional de abogado No. 202.704 del 

C. S. de la J., para que realice las actuaciones necesarias para la defensa judicial de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, Empresa Industrial y Comercial 

del Estado con carácter financiero. 

El abogado Sustituto queda investido de las mismas facultades otorgadas en el mandato principal 

conforme a los artículos 74 y 77 del Código General del Proceso, y en los términos del poder 

conferido al suscrito. 

Sírvase a reconocer personería al Abogado SUSTITUTO en la forma y términos conferidos en este 

mandato. 

Atentamente,  

 

MIRNA WILCHES NAVARRO 
C.C. No. 22.476.798 
T.P. No. 101.849 C.S. de la J. 
Representante Legal Chapman Wilches S.A.S  
 
Acepto, 

 

 

NINOSKA DEL PILAR AHUMADA IGLESIAS 

C.C. No. 32.758.350 de Barranquilla 
T.P. No. 202704 del C.S. de la J. 
Apoderada Colpensiones  
 

 


